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Santa Cruz de Tenerife en autos de juicio verbal sobre 
reclamación de filiación núm. 232-2004.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse la Sentencia en los referidos autos de juicio 
verbal sobre reclamación de filiación, a fin de que el Juz-
gado de Primera Instancia núm. 7 de Santa Cruz de Tene-
rife dicte nueva Sentencia respetuosa con el derecho fun-
damental que se declara vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de julio de dos mil siete.–
María Emilia Casas Baamonde.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado 
y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Pablo 
Pérez Tremps a la Sentencia dictada en el recurso de 

amparo núm. 6276-2005

Con el máximo respeto a la posición mayoritaria de 
mis compañeros de Sala debo manifestar mi discrepancia 
con la fundamentación de la Sentencia y, en consecuencia, 
con el fallo al que se llega.

La mayoría de la Sala fundamenta la vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) en que 
resulta irrazonable utilizar la negativa del recurrente a 
someterse a la prueba biológica como premisa para 
alcanzar la convicción sobre su paternidad, cuando dicha 
prueba no llegó a acordarse judicialmente. Comparto con 
la mayoría que el análisis de constitucionalidad adecuado, 
al referirse a una cuestión de valoración probatoria, debe 
ser el que no se haya incurrido en arbitrariedad, irrazona-
bilidad o error patente. Discrepo, sin embargo, del pro-
ceso argumental para llegar a la conclusión de que la 
decisión judicial resulta irrazonable.

La jurisprudencia de este Tribunal sobre la prueba de 
paternidad tiene el alcance de hacer posible que los órga-
nos judiciales valoren, en el contexto de la actividad pro-
batoria desarrollada, la conducta de la parte renuente al 
sometimiento a dicha prueba como un elemento indicia-
rio más respecto de la paternidad controvertida. De ello 
no cabe derivar, como defiende la mayoría, que constitu-
cionalmente deba rechazarse la posibilidad de valorar 
cualquier otra conducta o estrategia procesal que no 
parta de la base de que el órgano judicial hubiera acor-
dado formalmente la práctica de la prueba. En efecto, el 
juicio sobre la razonabilidad de la valoración judicial de la 
conducta procesal de una de las partes debe depender 
exclusivamente, tal como ya ha reiterado este Tribunal, de 
que en el proceso argumental no se parta de premisas 
inexistentes o patentemente erróneas o se siga un desa-
rrollo argumental que incurra en quiebras lógicas de tal 
magnitud que las conclusiones alcanzadas no puedan 
considerarse basadas en ninguna de las razones aducidas 
(por todas, STC 104/2006, de 3 de abril, FJ 7).

La proyección de esta jurisprudencia al presente caso 
debiera haber llevado, como defendí en la deliberación y 
venía interesando el Ministerio Fiscal, a la desestimación 
del recurso de amparo. En las actuaciones se constata, y 
así se resume en los antecedentes, que el recurrente se 
opuso a que se acordara la práctica de la prueba biológica 
solicitada argumentando en su escrito de contestación y 
en el recurso de apelación la falta de verosimilitud de la 
paternidad reclamada y el grave perjuicio moral y al 
honor que se le irrogaría. En definitiva, como señaló la 
Sentencia de apelación recurrida, «se ha producido una 
negativa del demandado a someterse a la prueba de 
paternidad» (fundamento de Derecho 4).

En este contexto procesal, que las resoluciones judi-
ciales, entre otras diversas pruebas testificales y docu-
mentales, valoraran la conducta del recurrente como un 

elemento a la hora de motivar la convicción sobre su 
paternidad no matrimonial no cabe ser tachada de irrazo-
nable, sino más bien todo lo contrario. Ciertamente, es 
indubitado que no se acordó judicialmente la práctica de 
esta prueba biológica y, por tanto, que, en propiedad, no 
cabe hablar de «oposición a su práctica», sino de «oposi-
ción a que se acordara la prueba». Ahora bien, sin necesi-
dad de valorar la corrección procesal, desde el punto de 
vista de la legalidad ordinaria, de la decisión judicial 
adoptada sobre la práctica de la prueba –que en ningún 
caso supondría para el recurrente una lesión material-
mente relevante del art. 24.2 CE–, lo que resulta relevante 
destacar desde la perspectiva del control constitucional 
que compete ejercer a este Tribunal es lo siguiente: no 
puede afirmarse que suponga utilizar premisas inexisten-
tes o que incurra en quiebras lógicas el proceso argumen-
tal utilizado en las resoluciones impugnadas, tomando 
como premisas, por un lado, la circunstancia perfecta-
mente acreditada en las actuaciones de que el recurrente 
mantenía la estrategia procesal, libremente asumida, de 
oponerse a que se acordara la práctica de una prueba 
biológica de paternidad y, por otro, una jurisprudencia 
que guarda una indudable identidad de razón, como es la 
referida a la negativa injustificada a la práctica de dicha 
prueba. Ello debería haber bastado para negar la vulnera-
ción aducida del art. 24.1 CE y desestimar este recurso de 
amparo.

En Madrid, a veintitrés de julio de dos mil siete.–Pablo 
Pérez Tremps.–Firmado y rubricado. 

 15673 Sala Segunda. Sentencia 178/2007, de 23 de 
julio de 2007. Recurso de amparo 1362-2007. 
Promovido por Azúa, Compañía de Gestión, S. L., 
respecto de la tramitación de un juicio ordinario 
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 72 de 
Madrid por repercusión de gastos de obras 
sobre el arrendatario.

 Vulneración del derecho a un proceso sin dila-
ciones indebidas: demora de más de veintiún 
meses para dictar sentencia en litigio civil.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1362-2007, promovido 
por Azúa, Compañía de Gestión, S. L., representada por el 
Procurador de los Tribunales don Miguel Torres Álvarez y 
asistida por el Letrado don Francisco Javier Blázquez Fru-
tos, en relación con el juicio ordinario 980-2003 seguido 
ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 72 de Madrid. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 15 de febrero de 2007 el Procu-
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rador de los Tribunales don Miguel Torres Alvarez, 
actuando en nombre de Azúa, Compañía de Gestión, S.L., 
formuló demanda de amparo por vulneración del derecho 
a no padecer dilaciones indebidas.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) La entidad mercantil demandante de amparo for-
muló demanda ante los Juzgados de Madrid para el reco-
nocimiento del derecho a repercutir sobre el arrendatario 
el importe de ciertas obras realizadas. Esta demanda fue 
turnada al Juzgado de Primera Instancia núm. 72 de 
Madrid. Iniciada la tramitación del proceso por el cauce 
ordinario, con el núm. 980-2003, se admitió a trámite la 
demanda mediante Auto de 1 de octubre de 2003, seña-
lándose la audiencia previa para el día 8 de septiembre 
de 2004, fecha en la cual efectivamente tuvo lugar. El jui-
cio oral se celebró el 29 de abril de 2005, con asistencia de 
las partes, quedando el proceso pendiente del dictado de 
la Sentencia correspondiente.

b) Ante la tardanza en dictar la sentencia que había 
de poner fin al proceso, la sociedad demandante de 
amparo interesó del órgano judicial que pronunciara la 
Sentencia correspondiente mediante, al menos, escri-
tos presentados los días 28 de noviembre de 2005 y 24 
de marzo de 2006, escritos que no fue posible unir a los 
autos por encontrarse éstos en poder del Juez. Final-
mente la demandante presentó nuevo escrito el 15 de 
enero de 2007 interesando la pronta terminación del 
proceso mediante el dictado de la Sentencia proce-
dente. Al efecto, igual que en el anterior escrito de 24 
de marzo de 2006, invocaba formalmente la vulnera-
ción de su derecho fundamental a no padecer dilacio-
nes indebidas (art. 24.2 CE).

3. En la demanda de amparo se aduce vulneración 
del derecho a no padecer dilaciones indebidas, pues, con 
independencia de la duración total del proceso, desde la 
celebración del juicio oral el día 29 de abril de 2005 hasta 
la formulación de la demanda de amparo habían transcu-
rrido veintidós meses sin que se hubiere dictado la Sen-
tencia correspondiente. Tan extraordinaria dilación no se 
justifica por la complejidad del proceso, el cual versa 
sobre el derecho a repercutir al arrendatario el coste 
correspondiente a ciertas obras realizadas por la compa-
ñía demandante, ni tampoco puede encontrar explicación 
en incidencia procesal alguna. La jurisprudencia constitu-
cional que se recoge avalaría, a juicio del recurrente, la 
estimación del amparo solicitado, el cual reconoce que no 
puede extenderse a la obtención de la indemnización de 
los perjuicios sufridos, pero cuya reclamación se reserva 
expresamente para el futuro.

4. Mediante providencia de 17 de abril de 2007 la 
Sala Segunda de este Tribunal, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 11.2 LOTC, acordó admitir a trámite el 
presente recurso de amparo y, en aplicación de lo dis-
puesto en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comunicación al 
Juzgado de Primera Instancia núm. 72 de Madrid a fin de 
que, en el plazo de diez días, remitiese certificación o foto-
copia adverada de las actuaciones correspondientes al 
procedimiento ordinario 980-2003, debiendo previamente 
emplazar a las partes en aquél proceso a fin de que pudie-
ran comparecer en el presente recurso de amparo en el 
término de diez días si lo considerasen oportuno.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 72 de Madrid, 
en cumplimiento de lo acordado, remitió las actuaciones 
procesales recabadas por este Tribunal mediante la expe-
dición de copia de las resoluciones obrantes en los archi-
vos informatizados del Juzgado, toda vez que los autos 
originales se encontraban en poder del Juez que en la 
fecha a la que los hechos descritos se contraen era titular 
del órgano judicial.

5. Recibidas las actuaciones procedentes del órgano 
judicial, mediante providencia de 25 de mayo de 2007, la 
Sala Segunda acordó, de conformidad con lo dispuesto 
en el art. 52.1 de la Ley Orgánica de este Tribunal (LOTC), 
conceder a las partes y al Ministerio Fiscal un plazo común 
de veinte días dentro del cual podrían formular las alega-
ciones que tuviesen por conveniente.

6. La representación procesal de la entidad recu-
rrente formuló alegaciones mediante escrito de 15 de 
junio de 2007. En ellas insiste en la argumentación ya ver-
tida en la demanda y denuncia que ni siquiera en la fecha 
de formular las alegaciones haya sido dictada la sentencia 
ante cuya falta de pronunciamiento ha demandado 
amparo.

7. El Ministerio público formuló alegaciones el día 12 
de julio de 2007, en las cuales constata la correspondencia 
entre la documentación remitida por el Juzgado de Pri-
mera Instancia (extraída de los archivos informáticos del 
órgano judicial) con la aportada por la sociedad deman-
dante de amparo. El análisis de tal documentación pone 
de manifiesto que desde que se celebró el juicio oral 
hasta la actualidad no ha sido dictada la Sentencia corres-
pondiente, razón por la cual la aplicación de la doctrina 
constitucional aplicable (entre la que cita la establecida en 
la STC de 15 de enero de 2007) ha de conducir al otorga-
miento del amparo que se solicita, pues el pleito no reves-
tía complejidad alguna, el comportamiento procesal de la 
parte resultó diligente, en cuanto fue colaboradora del 
órgano judicial y denunció el retraso padecido, y, final-
mente, se observa una conducta omisiva y negligente en 
las autoridades encargadas de la tramitación del proceso. 
Consecuentemente el Fiscal interesa de este Tribunal el 
otorgamiento del amparo solicitado, con declaración de 
que se ha vulnerado el derecho de la compañía deman-
dante a no padecer dilaciones indebidas (art. 24.2 CE) y 
requerimiento al órgano judicial para que remueva los 
obstáculos existentes para permitir la reanudación y reso-
lución del proceso a quo.

8. Mediante providencia de 19 de julio de 2007 se 
señaló para votación y fallo el día 23 del mismo mes y 
año.

II. Fundamentos jurídicos

1. En el presente recurso de amparo la entidad mer-
cantil demandante aduce que se ha vulnerado su derecho 
a no padecer dilaciones indebidas en el proceso judicial 
del que este recurso de amparo trae causa. Tal alegación 
se basa en que, tras la tramitación del proceso iniciado 
por ella mediante demanda presentada el 30 de septiem-
bre de 2003, en solicitud del reconocimiento de su dere-
cho a repercutir sobre el arrendatario el coste de ciertas 
obras realizadas, tuvo lugar el juicio oral el día 29 de abril 
de 2005 sin que con posterioridad a este momento se 
procediera a dictar la Sentencia correspondiente, pese a 
que en al menos tres ocasiones solicitó del Juzgado que 
se pronunciara.

El Ministerio público interesa la estimación de la 
demanda de amparo al considerar que, en efecto, ni la 
complejidad del proceso ni la actitud procesal diligente de 
la sociedad actora (hoy demandante de amparo) pueden 
justificar la extraordinaria demora en dictar la Sentencia 
que habría de poner fin al proceso, demora que resalta el 
hecho de que aún hoy no se ha dictado dicha resolución.

2. Para abordar la cuestión suscitada resulta opor-
tuno recordar la doctrina de este Tribunal en relación con 
el derecho a no padecer dilaciones indebidas que se reco-
noce en el art. 24.2 CE. A tal efecto basta con recordar que 
esta misma Sala, en STC 4/2007, de 15 de enero, reite-
rando doctrina anterior, tiene declarado que:
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«[E]l derecho a un proceso sin dilaciones indebidas es 
una expresión constitucional que encierra un concepto 
jurídico indeterminado que, por su imprecisión, exige 
examinar cada supuesto concreto a la luz de determina-
dos criterios que permitan verificar si ha existido efectiva 
dilación y, en su caso, si ésta puede considerarse justifi-
cada, porque tal derecho no se identifica con la duración 
global de la causa, ni aun siquiera con el incumplimiento de 
los plazos procesales (STC 100/1996, de 11 de junio, FJ 2). 
Como se dijo en la STC 58/1999, de 12 de abril (FJ 6), el 
derecho fundamental referido no se puede identificar con 
un derecho al riguroso cumplimiento de los plazos proce-
sales, configurándose a partir de la dimensión temporal 
de todo proceso y su razonabilidad. En la misma senten-
cia y fundamento jurídico indicamos que la prohibición de 
retrasos injustificados en la marcha de los procesos judi-
ciales impone a Jueces y Tribunales el deber de obrar con 
la celeridad que les permita la duración normal o acos-
tumbrada de litigios de la misma naturaleza y con la dili-
gencia debida en el impulso de las distintas fases por las 
que atraviesa un proceso. Asimismo, en coincidencia con 
la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos sobre el art. 6.1 del Convenio de Roma (derecho a que la 
causa sea oída en “un tiempo razonable“), que ha sido tomada 
como el estándar mínimo garantizado en el art. 24.2 CE, afir-
mamos que el juicio sobre el contenido concreto de las 
dilaciones, y sobre si son o no indebidas, debe ser el 
resultado de la aplicación a las circunstancias específicas 
de cada caso de los criterios objetivos que a lo largo de 
nuestra jurisprudencia se han ido precisando, y que son la 
complejidad del litigio, los márgenes ordinarios de dura-
ción de los litigios del mismo tipo, el interés que en aquél 
arriesga el demandante de amparo, su conducta procesal 
y la conducta de las autoridades.

También hemos dicho que es necesario denunciar 
previamente el retraso o dilación, con el fin de que el Juez 
o Tribunal pueda reparar la vulneración que se denuncia, 
de forma que, si previamente no se ha agotado tal posibi-
lidad, la demanda ante el Tribunal Constitucional no 
puede prosperar. Esta exigencia obedece, ante todo, al 
carácter subsidiario del amparo, que determina que sean 
los órganos judiciales los encargados de dispensar en 
primer lugar la tutela de los derechos fundamentales. 
Pero también responde al deber de colaboración de 
todos, y, especialmente, de las partes, con los órganos 
judiciales en el desarrollo del proceso a los que se enco-
mienda, en definitiva, la prestación de la tutela prevista 
en el art. 24 CE (entre otras, SSTC 140/1998, de 29 de 
junio, FJ 4; y 32/1999, de 8 de marzo, FJ 4)».

3. La aplicación de la anterior doctrina al caso con-
duce directamente a la constatación de que en él ha resul-
tado lesionado el derecho fundamental invocado. En 
efecto, prescindiendo ahora de las paralizaciones que el 
curso procesal padeció entre la presentación de la 
demanda el 30 de septiembre de 2003 y la celebración del 
juicio oral el día 29 de abril de 2005, pues no consta que 
frente a tales paralizaciones o pretendidas demoras se 
cumpliera con el requisito de denunciarlas, lo cierto es 
que desde la última de las indicadas fechas comenzó el 
término para dictar Sentencia, y que tal Sentencia no 
había sido pronunciada al tiempo de formularse la 
demanda de amparo (el día 15 de febrero del presente 
año 2007). Los más de veintiún meses transcurridos sin 

que el Juez dictase la Sentencia correspondiente exceden 
con mucho del tiempo que razonablemente cabe admitir 
por encima del determinado legalmente para pronunciar 
Sentencia. No se trata pues de identificar el derecho a no 
padecer dilaciones indebidas con el respeto de los plazos 
procesales, sino de considerar constitucionalmente incom-
patible con los derechos fundamentales una demora en la 
realización de actos procesales que sobrepase lo razonable 
atendida la naturaleza, la complejidad del proceso y la acti-
tud procesal de las partes intervinientes en él. Al respecto 
ha de observarse que no consta que el proceso judicial 
revistiera especial complejidad, ni que la actitud procesal 
de las partes supusiese un obstáculo añadido que pudiera 
justificar la extraordinaria demora en el dictado de una 
Sentencia que, aún hoy, no se ha pronunciado, pese a que 
por tres veces la demandante se dirigió al órgano judicial 
solicitando que la dictase (incluso en dos ocasiones invo-
cando, «nominatim», la vulneración de su derecho a no 
padecer dilaciones indebidas), cumpliendo así con el requi-
sito que, con carácter sustantivo y de acuerdo con la faceta 
reaccional característica de este derecho fundamental 
(STC 153/2005, de 6 de junio), exige nuestra doctrina (por 
todas la ya citada STC 4/2007, de 15 de enero).

4. Declarada la vulneración del derecho a no padecer 
dilaciones indebidas (art. 24.2 CE), en orden al restableci-
miento de la demandante en la integridad del derecho de 
la entidad recurrente nuestro pronunciamiento ha de 
incluir (STC 153/2005, de 6 de junio) un pronunciamiento 
expreso en orden a que por el órgano judicial se remue-
van los obstáculos que impiden la reanudación y termina-
ción del juicio ordinario 980-2003 que ante él se encuentra 
en tramitación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso interpuesto por Azúa, Compañía de 
Gestión, S.L. y, en consecuencia:

1.º Declarar que ha sido vulnerado el derecho funda-
mental de la entidad demandante de amparo a un pro-
ceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE) en la tramita-
ción del juicio ordinario 980-2003 que se sigue ante el 
Juzgado de Primera Instancia núm. 72 de Madrid.

2.º Restablecer a la sociedad recurrente en la integri-
dad de su derecho, para lo cual el Juzgado de Primera 
Instancia núm. 72 de Madrid deberá adoptar las medidas 
pertinentes a fin de remover los obstáculos que impiden 
la conclusión del juicio ordinario 980-2003 que ante él se 
encuentra en tramitación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de julio de dos mil 
siete.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 
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